TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA N° 079
RADICACIÓN: 66001311800120190005601

ACCIONANTE: GLORIA BEATRIZ RÍOS 

CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / REVOCATORIA DE PENSIÓN RECONOCIDA CON BASE EN DICTAMEN PERICIAL FALSO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / LA ACCIONANTE DEBE AGOTAR LOS MECANISMOS ORDINARIOS DE DEFENSA ANTE LOS JUEZ LABORALES / PERJUICIO IRREMEDIABLE / DEBE PROBARSE.
En el caso sometido a estudio la tutelante solicitó la protección de sus garantías fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y debido proceso, los cuales considera vulnerados por parte de COLPENSIONES, por cuanto revocó la pensión de invalidez que le fue reconocida desde el año 2013.

COLPENSIONES en su respuesta al traslado de la acción de tutela aclaró lo siguiente:

- En julio 04 de 2013 mediante Resolución GNR 170300 le reconoció a la señora GLORIA RÍOS la pensión de invalidez, sin embargo, dicho acto administrativo fue revocado mediante Resolución 250032 de noviembre 08 de 2017, por cuanto la pensión fue reconocida con base en un dictamen de pérdida de capacidad laboral falso.

- Como consecuencia de lo anterior, a la señora Gloria Ríos le corresponde reintegrar al Fondo de Pensiones la suma de $65’510.280.oo, que es el total de las mesadas pensionales que recibió desde el año 2009.

- Posteriormente, en junio 10 de 2019 le fue reconocida la pensión de vejez por incapacidad con retroactividad desde noviembre 15 de 2016 por valor total de $22’820.866, sin embargo, y en atención a la suma de dinero que debe reintegrar la accionante a COLPENSIONES, dicho valor será compensado. 

Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la accionante, y no se acreditó ni se argumentó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. Y aunque la señora Gloria Ríos manifestó que se encuentra en una situación económica deplorable, esa mera afirmación debe probarse con miras a cumplir los requisitos generales de procedibilidad que se exigen por la norma y la jurisprudencia para resolver de fondo por vía de tutela el reconocimiento de una pensión, e incluso se debe acreditar igualmente que el medio judicial dispuesto por el legislador no es idóneo ni eficaz, y que es inminente la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
                         REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                     PEREIRA-RISARALDA 
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                                           RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de agosto de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No. 364
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora GLORIA BEATRIZ RÍOS DE CARVAJAL frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada contra COLPENSIONES. 

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela por la accionante se puede concretar así: (i) cuenta con 68 años de edad y padece “SÍNDROME DE TUNEL CARPIANO”, “ESPONDILOSIS COLUMNA DORSAL”, “OSTEOARTROSIS GENERALIZADA”, y “ARTRITIS”, patologías por las cuales la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas le otorgó un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 58.30% con fecha de estructuración de septiembre 18 de 2009; (ii) por lo anterior COLPENSIONES emitió la resolución GNR 170300 de julio 04 de 2013, por medio de la cual reconoció y pagó la pensión de invalidez; (iii) el fondo de pensiones le informó que la evaluación emitida por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas era falsa; (iv) ante esa situación, en noviembre 20 de 2016 fue valorada por Asalud Medicina Laboral de COLPENSIONES y obtuvo una calificación de 58.5% de pérdida de capacidad laboral con fecha de estructuración de septiembre 18 de 2009; (v) en noviembre 8 de 2017 el fondo de pensiones revocó la resolución de julio 04 de 2013 que le había reconocido y pagado la pensión de invalidez, y le suspendió el pago de la pensión, a pesar de que Asalud la había calificado nuevamente; (vi) por segunda ocasión fue valorada por Asalud, y se determinó una pérdida de capacidad laboral del 53.96% con fecha de estructuración febrero 26 de 2018, sin embargo, interpuso el recurso de apelación frente a la fecha de estructuración; (vii) ya en octubre 24 de 2018 la Junta Regional de Calificación de Invalidez confirmó el porcentaje de PCL y modificó la fecha de estructuración a noviembre 15 de 2016, pero COLPENSIONES no entregó la historia clínica completa; (viii) la entidad le ha exigido el pago de las mesadas pensionales que recibió desde el año 2009, pero además le ha dado un trato indignante que le ha causado otras enfermedades, angustia y depresión; (ix) finalmente en julio 10 de 2019 COLPENSIONES le notificó que tenía derecho a la pensión desde noviembre 15 de 2015 -fecha en la cual cumplió los requisitos-, y a un retroactivo de $22’820.866.oo, el cual debía ser compensado por los dineros que ya había recibido por la pensión de invalidez reconocida irregularmente, e igualmente le indicaron que le descontarían el 50% de la mesada que iba a recibir, y que contaba con un mes para aceptar dicho reconocimiento; y (x) ha sido víctima del desorden administrativo de COLPENSIONES, y el 50% de la mesada pensional que le ofrece no es suficiente para subsistir.
Pide la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad, seguridad social, dignidad humana y debido proceso, y como consecuencia de lo anterior se ordene a COLPENSIONES reactivar el pago de la pensión de invalidez, aunque sea de forma transitoria, hasta tanto presente demanda ordinaria laboral y culmina el proceso.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la acción de tutela contra COLPENSIONES, el juzgado de instancia vinculó a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez de Risaralda y Caldas, y dispuso correr traslado a las entidades. Las accionadas se pronunciaron así:
- El Secretario Técnico de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, indicó que esa entidad emitió dictamen a favor de la accionante en octubre 24 de 2018 en el que obtuvo como resultado una pérdida de capacidad laboral equivalente a 53.96% de origen común y estructurado en noviembre 15 de 2016. Lo pedido por la señora GLORIA RÍOS escapa de la órbita legal de la Junta Regional, razón suficiente para ser desvinculada.

- El Director Administrativo y Financiero de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, se opuso a las pretensiones de la accionante, por cuanto no ha sido calificada por la entidad, ni está en curso calificación alguna.
- La Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y para sustentar dicha pretensión, manifestó que la revocatoria directa de la Resolución GNR 170300 de julio 04 de 2013 no requería el consentimiento de la señora GLORIA RÍOS, toda vez que la decisión se derivó de una investigación administrativa que arrojó como resultado que el reconocimiento de la pensión de invalidez se había basado en un dictamen de pérdida de capacidad laboral falso.

En la investigación que se le comunicó a la accionante se le suministraron todos los elementos de convicción disponibles, y se le dio la oportunidad que aportara pruebas, pero no lo hizo.
Acceder a la pretensión de la accionante conllevaría a dejar en firme una pensión que fue concedida de manera fraudulenta, y frente a la cual no tiene derecho.

No obstante, mediante Resolución SUB 146893 de junio 10 de 2019 le fue reconocida a la señora GLORIA RÍOS una pensión anticipada de vejez por incapacidad por un valor de $828.116.oo, la cual se encuentra supeditada para su pago a que la accionante allegue en el término de un mes, el cual no se ha cumplido, la autorización de compensación por concepto de la deuda que a la fecha tiene con la Administradora por los valores que le fueron girados con ocasión a la pensión de invalidez que se concedió irregularmente. Los referidos descuentos de compensación se realizarán respetando los montos legalmente establecidos, por tanto, lo que pretende la accionante es evadir una situación irregular que fue debidamente probada por la administradora conforme a los preceptos legales y jurisprudenciales.
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de junio 28 de 2019 declaró improcedente la acción de tutela para resolver la pretensión de la señora RÍOS DE CARAVAJAL, como quiera que puede acudir ante la jurisdicción laboral; pero además, por cuanto no demostró la existencia de un perjuicio irremediable, ni que la acción ordinaria resulta ineficaz.
La acción de tutela no la consagró el Constituyente como una figura paralela a los procesos establecidos por el legislador, sino por el contrario como un mecanismo excepcional para que de forma inmediata se protejan los derechos fundamentales reclamados por los asociados.
3.3.- La accionante impugnó la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento, razón por la cual el recurso de alzada correspondió por reparto a la Sala No 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, y ante el impedimento declarado por los demás magistrados integrantes de la Sala Especializada
, la Presidencia del Tribunal Superior de Pereira designó conjueces para conformar la respectiva Sala de Decisión
. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la accionante se mostró inconforme con la decisión de primera instancia y argumentó que se encuentra en estado crítico por falta de alimentos y medicamentos. Por su edad -68 años- y sus condiciones de salud deplorables se encuentra impedida para trabajar, motivo por el cual no puede esperar otro proceso, toda vez que una demanda laboral se puede demorar mínimo cuatro años, y hasta nueve años en caso de interponerse el recurso de casación.
Además, cumple con todos los requisitos exigidos por lay para el reconocimiento de la pensión de invalidez.

Solicita la protección de sus derechos fundamentales y se acceda a la pretensión señalada en la acción de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto declaró improcedente la acción de tutela presentada por la señora GLORIA BEATRIZ RÍOS DE CARVAJAL. 

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

En el caso sometido a estudio la tutelante solicitó la protección de sus garantías fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y debido proceso, los cuales considera vulnerados por parte de COLPENSIONES, por cuanto revocó la pensión de invalidez que le fue reconocida desde el año 2013.

COLPENSIONES en su respuesta al traslado de la acción de tutela aclaró lo siguiente:

- En julio 04 de 2013 mediante Resolución GNR 170300 le reconoció a la señora GLORIA RÍOS la pensión de invalidez, sin embargo, dicho acto administrativo fue revocado mediante Resolución 250032 de noviembre 08 de 2017, por cuanto la pensión fue reconocida con base en un dictamen de pérdida de capacidad laboral falso.

- Como consecuencia de lo anterior, a la señora GLORIA RÍOS le corresponde reintegrar al Fondo de Pensiones la suma de $65’510.280.oo, que es el total de las mesadas pensionales que recibió desde el año 2009.
- Posteriormente, en junio 10 de 2019 le fue reconocida la pensión de vejez por incapacidad con retroactividad desde noviembre 15 de 2016 por valor total de $22’820.866, sin embargo, y en atención a la suma de dinero que debe reintegrar la accionante a COLPENSIONES, dicho valor será compensado. 

Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la accionante, y no se acreditó ni se argumentó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. Y aunque la señora GLORIA RÍOS manifestó que se encuentra en una situación económica deplorable, esa mera afirmación debe probarse con miras a cumplir los requisitos generales de procedibilidad que se exigen por la norma y la jurisprudencia para resolver de fondo por vía de tutela el reconocimiento de una pensión, e incluso se debe acreditar igualmente que el medio judicial dispuesto por el legislador no es idóneo ni eficaz, y que es inminente la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
Acerca de la procedencia de la acción de tutela la Corte Constitucional ha dejado en claro lo siguiente: 
“5. Sin embargo, en virtud de lo dispuesto en los artículos 86 Superior y 6º del Decreto 2591 de 1991, aunque exista un mecanismo ordinario que permita la protección de los derechos que se consideran vulnerados, la tutela es procedente si se acredita que: (i) el mecanismo no es idóneo ni eficaz, o (ii) “siendo apto para conseguir la protección, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional de la tutela”.
 
Este perjuicio se caracteriza:
 
“(i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente;(ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y(iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad”.
 
En relación con la gravedad caracterizada en el segundo supuesto, esta Corporación ha determinado que es necesario que se demuestre el daño que representa una situación determinada, para que se justifique la intervención del  juez constitucional. Lo anterior, con el fin de evitar la configuración de un perjuicio irremediable, por lo que antes de esta injerencia se deben evaluar las posibilidades que tiene el accionante con los mecanismos ordinarios de defensa judicial y, en caso de que lleve a cabo una intervención, debe examinar si el amparo constitucional procede de forma definitiva o transitoria.
 
6. En diferentes oportunidades, esta Corte se ha pronunciado sobre la procedencia del amparo constitucional contra decisiones proferidas por entidades administradoras de pensiones. En efecto, en la sentencia T-142 de 2013[23], reiterada por la T-326 de 2015[24], este Tribunal determinó que en estos casos es necesario demostrar: (i) un grado mínimo de diligencia por parte del accionante al solicitar la protección del derecho invocado y (ii) probar la afectación del mínimo vital.
 
7. En esta oportunidad, esta Corporación reitera las reglas jurisprudenciales de procedencia de la acción de tutela, en las que se establece que el amparo constitucional sólo procede en los casos en que: (i) no existe un mecanismo judicial idóneo y eficaz para proteger los derechos fundamentales invocados en la tutela y (ii) a pesar de que exista el mecanismo idóneo, no resulta eficaz ante la inminencia de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, esto es, una afectación inminente, grave y urgente. En relación con el segundo presupuesto, se reitera que el juez constitucional debe evaluar las condiciones particulares de cada caso para verificar si el amparo constitucional procede como mecanismo transitorio o definitivo.
 
Por último, se reitera que en los casos de acciones de tutela contra decisiones proferidas por entidades administradoras de pensiones, el accionante debe demostrar: (i) que ha realizado actuaciones para obtener la protección del derecho reclamado y (ii) la afectación de su mínimo vital.
 –Negrilla de la Sala-
Como ya se mencionó, no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable, y lo dicho por la accionante en cuanto a su situación económica, no se puede quedar en simples manifestaciones; por tanto, será la jurisdicción ordinaria laboral el medio judicial más eficaz e idóneo para resolver el problema jurídico planteado.

En ese orden de ideas, es inaceptable que se considere ineficaz la jurisdicción ordinaria laboral, toda vez que es precisamente ese medio judicial el que cuenta con los términos legales para dirimir el conflicto propuesto. Sin duda alguna no le corresponde al juez de tutela determinar si fue ajustada a derecho o no la actuación que adelantó COLPENSIONES para revocar el acto administrativo por medio del cual ya había concedido una pensión de invalidez, que de acuerdo con lo indicado por la misma entidad accionada ello ocurrió con ocasión de un dictamen de pérdida de capacidad laboral FALSO, y procedió de tal manera en estricto cumplimiento de la norma vigente, es decir, del artículo 93 C.P.C.A que a la letra reza: “Los actos administrativos deberán ser revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido o por sus inmediatos superiores jerárquicos o funcionales, de oficio o a solicitud de parte, en cualquiera de los siguientes casos: 1. Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley. 2. Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él. 3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona.” 
Así las cosas, concurrir ante un juez constitucional dentro de un procedimiento perentorio, residual y subsidiario para que se dé solución a un conflicto que requiere ser debatido ante la justicia ordinaria, da lugar a asegurar que en el presente evento no procede la tutela, pues con ella lo que se busca es dejar de lado los medios judiciales ordinarios que deben prevalecer. 

En conclusión, como la providencia adoptada por el funcionario de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se le impartirá confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

HERNÁN CORTÉS CORREA
                              Conjuez
JOAQUÍN DE JESÚS CASTAÑO RAMÍREZ
Conjuez

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA
Secretario
� Auto que declara el impedimento de los magistrados de la Sala Civil-Familia –folio 4-y auto que acepta el impedimento –folio 12-.


� Auto que designa conjueces, folio 16


� Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008


� Sentencia T-086/18
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